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as frases hechas sirven para 

rellenar silencios. No aportan 

nada, pero de algún modo 

alivian a quien las dice o es- 

cribe de su propia inutilidad 

frente a los acontecimientos. 

En algún momento cundió 

mucho dejar por escrito en redes sociales ex- 

presiones como “me duele Chile”, como una 

manera de comunicarle al mundo una sensi- 

bilidad suprema, misteriosa y sufriente sobre 

la crisis del momento. El último tiempo se ha 

repetido el llamado a cuidar de que el país no 

llegue a “un punto de no retorno” en relación 

al narcotráfico y el crimen organizado. La ex- 

presión “punto de no retorno” la han usado 

autoridades sin especificar muy bien dónde 

estaría ese límite ni cómo nos enteraríamos 

cuando lo hubiéramos traspasado. Lo único 

que uno podría deducir de la frase es que aún 

permanecemos en una etapa en que las insti- 

tuciones pueden hacerle frente a este tipo de 

delitos, algo que es difícil de creer teniendo 

en cuenta lo que revelan casos como el ase- 

sinato de Felipe Reyes, apodado el Rey de 

Meiggs, ocurrido el 19 de junio. De momento 

sabemos que existe una crisis de seguridad 

en la calle Meiggs por el comercio callejero, 

pero ignoramos el detalle de la trama que hay 

en la trastienda de todo eso que aparece en la 

vía pública. 

La primera duda surge por el móvil del cri- 

men, la información ofrecida es que sería un 

encargo de alguien cercano a la víctima, de lo 

quese desprende, al menos, que el empresa- 

rio se relacionaba con personas que resolvían 

sus problemas enviando sicarios, es decir, no 

estamos frente a un emprendedor común y 

corriente. La siguiente interrogante aparece 

cuando se constata la facilidad con la que se 

mueven tres extranjeros que permanecen de 
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manera irregular en el país, portan armas 

- ¿dónde las consiguen?- y balean a un hom- 

bre en la calle a pleno sol. Es posible concluir 

que esas tres personas no fueran debutantes 

en el oficio de asesinar por encargo y que 

arrastran un prontuario que no les impidió 

avecindarse en Chile. ¿Cuántas de esas per- 

sonas habrá circulando? 

Las dudas se multiplican a partir de la de- 

tención de los sicarios y la secuencia tragicó- 

mica de hechos que se desencadenan. Todo 

empezó con una jueza que aparentemente 

se quedó dormida durante la formalización 

de los imputados, por lo que el fiscal debió 

repetir su intervención; luego, la misma ma- 

gistrada habría enviado las órdenes reque- 

ridas a Gendarmería para la internación de 

los tres sicarios, pero con una de ellas, la de 

Osmar Ferrer, el hombre que remató en el 

suelo a Felipe Reyes, la jueza se equivocó en 

algún dato. Para enmendarlo debía hacer un 

paso intermedio, echar pie atrás en la orden 

y enseguida rectificar el error inicial en una 

nueva orden. Según ella, alguien no tomó 

en cuenta el último documento enviado y 

finalmente Ferrer salió libre. La Asociación 

de Magistrados, en tanto, apunta a Gendar- 

mería; a su vez, la Asociación de Oficiales 

Penitenciarios, es decir los gendarmes, re- 
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chaza el señalamiento. Mientras los gremios 

se desentienden, alguien dijo que había visto 

al sicario fugado paseándose por el centro y 

que iba riéndose. 

Cuando la liberación de Ferrer se hizo 

pública, la primera reacción fue pensar en 

corrupción: alguien recibió dinero para sol- 

tarlo. Luego esa primera idea, no del todo 

desestimada, fue matizada por la tesis del 

chasco burocrático. La oposición, como es 

usual, se apuró en apuntar al Ejecutivo. La 

opinión pública, entonces, deambuló bus- 

cando responsables, confundiendo el rol del 

Ministerio de Justicia con el del Ministerio 

Público y el de tribunales, en tanto el gobier- 

no respondió con la habitual vocería del mi- 

nistro de Seguridad frunciendo el ceño frente 

a la prensa, y el oficialismo asegurando que 

era necesario levantar el secreto bancario, 

una medida necesaria, a fin de cuentas, pero 

que evidentemente no es la única solución si 

los criminales salen a la calle por un error de 

tipeo o por un correo que nadie leyó. Apare- 

cieron también las frases hechas de nostalgia 

por un sistema que funcionaba mejor an- 

tes, como por ejemplo en los 90, cuando el 

narcotraficante Luis Correa Ramírez ingresó 

a Chile 500 kilos de cocaína, fue detenido, 

pero se fugó tras una repentina excarcela- 
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ción. Hubo también muchos que repitieron 

que el país se caía a pedazos, por suerte nadie 

dijo que le dolía Chile. 

La tragicomedia, sin embargo, aún no ter- 

minaba. Este viernes la PDI informó que en 

realidad el sicario excarcelado no se llama 

Osmar Ferrer, sino Carlos Alberto Mejías, 

aunque paralelamente la Fiscalía corrigiera 

el orden de los nombres dado por la poli- 

cía por el de Alberto Carlos Mejías. Es de- 

cir, tampoco hay claridad de la identidad 

real, lo único definitivo es que el requerido 

tiene un tatuaje del rostro del dios Zeus en 

el dorso de su mano derecha. Por suerte, el 

tatuaje le cubre toda la mano y es difícil de 

disimular. Lo que este caso ha demostrado 

es que las instituciones están rasguñando 

el crimen organizado con diferentes grados 

de profundidad, pero sin un índice concreto 

de éxito que mostrar, algo que se equipare 

a las contundentes cifras de crecimiento de 

las actividades ilícitas medidas en montos 

de dinero. Según un estudio de la Fiscalía de 

Análisis y Criminalidad Compleja de Anto- 

fagasta, el crimen organizado en el país pasó 

de recaudar ocho mil millones de dólares en 

2021 a lograr 9.650 millones de dólares en 

2024. Para finales de 2025 se proyecta que 

el negocio sobrepase los 10 mil millones de 

dólares. El informe indica que “en términos 

del Producto Interno Bruto, los ilícitos están 

costando a Chile el equivalente a un 2,5% 

del PIB, creciendo un decimal cada año de 

seguir con esta misma tendencia”. No es cla- 

ro cuán lejos esté esa cifra del “punto de no 

retorno”. Lo evidente es que con esa tasa de 

crecimiento el espacio para equivocarse en 

tipear una orden judicial es escaso. Las razo- 

nes para desconfiar del funcionamiento de 

las instituciones, por el contrario, son mu- 

chísimas y no paran de crecer. 
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o es un misterio: a las 

mujeres en política se 

les hace todo mucho 

más cuesta arriba. Pero 

el poder de las redes so- 

ciales ha escalado esos 

costos, así como sus 

riesgos. Y esta elección presidencial lo está 

mostrando, desgraciadamente. 

Después de masivos ataques de trolls en 

redes sociales contra ella, en que la mues- 

tran con lapsus y lagunas mentales, “con 

alzhéimer”, como dijo la misma Matthei, 

esta semana la candidata se hartó, se aleo- 

nó y contestó. Denunció en Telel3 radio 

que está siendo sometida a un ataque “as- 

queroso” en redes. “Esto empezó hace va- 

rias semanas, un ataque sistemático. No es 

un llanero solitario, acá hay una organiza- 

ción detrás (...). Se sabe de dónde viene esa 

  

campañita”, dijo después. 

Que es algo orquestado lo sostiene un 

informe de Paulina de Allende- Salazar en 

El Mostrador. Afirma que, según el análisis 

que realizaron, el bombardeo de mensajes 

contra Matthei tuvo lugar entre el sábado 21 

y el martes 25 de junio, que la información 

provino de un núcleo de 70 cuentas digita- 

les que publicaron 993 mensajes durante el 

período, y casi uno de cada siete mensajes 

fue dirigido a erosionar su imagen pública. 

El medio El Mostrador agregó en una nota 

posterior que había una “arquitectura de 

contraste”, “orquestada por un ecosistema 

afín al mundo republicano, que reprodu- 

cía tácticas de “childbots” que operan de 

manera coordinada y repetitiva para am- 

plificar narrativas hostiles”. Los expertos 

que revisaron estos mensajes detectaron un 

conjunto de “cuentas madre” o “núcleo” 

encargadas de generar contenido original y 

trazar las líneas de ataque. 

La violencia digital política es seria. Hay 

quienes la miran en menos, como si no 

fuera grave en comparación con la violen- 

cia física que se padece en el mundo real. 

Pero eso es no comprender, por un lado, el 

impacto en las mujeres que la sufren (verse 

en cientos de mensajes en pocas horas, que 

la tildan de senil o incapaz no es menor), 

sino que, además, el enorme efecto que la 

desinformación y la hostilidad misógina 

tienen en los electores, que reenvían o clic- 

kean estas informaciones sin filtrar. Decir 

mentiras, difamar, amenazar o denostar en 

la vida real tiene una vía de tramitación: los 

tribunales de justicia. Pero el mundo digital 

es la selva misma. Se puede hacer o decir 

cualquier cosa, desde el más cobarde ano- 

nimato, y luego esconder la mano. 

Es cierto que los políticos -hombres y 

mujeres- suelen ser objeto de acoso, abusos 

y campañas de desinformación en internet, 

pero las mujeres políticas se enfrentan a un 

riesgo especialmente grave. “Las mujeres 

son objeto de abusos con más frecuencia 

y la naturaleza de estos ataques digitales 

es más despiadada que los dirigidos a sus 

equivalentes masculinos. En este contexto, 

no es de extrañar que aumente la violencia 

contra las mujeres políticas fuera de inter- 

net”, asegura un informe de GDI (Global 

Disinformation Index). 

Es fundamental poner en estos episo- 

dios la mayor transparencia y rendición de 

cuentas posible, la que hoy es equivalente a 

cero. Que quienes hacen estos trabajos su- 

cios salgan a la luz: cuáles son sus identida- 

des, pero también, quiénes los contratan, 

para quiénes trabajan. Trolear a esa escala 

no parece ser un patético “hobby”, sino un 

lucrativo trabajo. ¿Quiénes les pagan? ¿De- 

biera tener algo que decir el Servel si es así? 

Y si no hay plata de por medio, sino queson 

troles “ad honorem” que esparcen odio en 

razón de su ideología, debieran responder 

quienes entonces los habilitan a hacer esto, 

con sus narrativas hostiles y agresivas que 

son su combustible. Es relevante, de cara 

a las elecciones, saber cuáles exactamente 

son los límites que cada candidatura acepta 

dentro de la batalla electoral. 

Por último, es importante legislar. Podría 

ser un proyecto nuevo, como el ingresado 

por la diputada Marlene Pérez, para frenar 

el mal uso de lA en campañas políticas, que 

habrá que analizar en su mérito. Pero si no 

debiera incorporarse en el proyecto en trá- 

mite en el Congreso sobre la materia, como 

ha hecho ver Alejandra Sepúlveda, de IDEA 

Internacional (ese proyecto sanciona el do- 

xing, el hostigamiento, la suplantación de 

identidad y la difusión no consentida de 

imágenes íntimas). 

Hoy es Evelyn Matthei la que aparece en 

estos videos y trolleos armados para per- 

judicarla, pero mañana le puede pasar a 

cualquier otra política chilena. Esto la daña 

y la afecta no solo a ella, sino que puede 

perjudicar la participación de la mujer en 

el mundo público, como sostiene ONU 

Mujeres. Sólo en el Reino Unido, 19 diputa- 

das decidieron dimitir antes del final de su 

mandato, explicando que el abuso en línea 

fue «un factor importante» que motivó su 

decisión. 

Son décadas de avance -duro y lento- las 

que se ponen en riesgo. Pero peor aún, es- 

tos hostigamientos y desinformaciones en 

la red pueden influir decisivamente en el 

resultado mismo de una elección. 

PD. Al cierre de esta columna, un can- 

didato del partido Republicano dijo que 

Evelyn Matthei tenía “locura temporal”. 

Sin comentarios. 

o 
SMART 
ZOOM

Fecha:
Vpe:
Vpe pág:
Vpe portada:

20/07/2025
  $4.043.988
  $9.829.612
  $9.829.612

Audiencia:
Tirada:
Difusión:
Ocupación:

     271.020
      76.017
      76.017
      41,14%

Sección:
Frecuencia:

OPINION
DIARIO

Pág: 13


